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1. Norma acusada 
LEY 906 DE 2004 

(Agosto 31) 

Por la cual se expide el Código de Procedimiento Penal  

ARTÍCULO 91. SUSPENSIÓN Y CANCELACIÓN DE LA PERSONERÍA JURÍDICA. En cualquier 
momento y antes de presentarse la acusación, a petición de la Fiscalía, el juez de control de garantías 
ordenará a la autoridad competente que, previo el cumplimiento de los requisitos legales establecidos para ello, 
proceda a la suspensión de la personería jurídica o al cierre temporal de los locales o establecimientos abiertos 
al público, de personas jurídicas o naturales, cuando existan motivos fundados que permitan inferir que se han 
dedicado total o parcialmente al desarrollo de actividades delictivas. 

Las anteriores medidas se dispondrán con carácter definitivo en la sentencia condenatoria cuando exista 
convencimiento más allá de toda duda razonable sobre las circunstancias que las originaron. 
 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLES, por los cargos analizados, las expresiones “En cualquier momento 
y antes de presentarse la acusación de la Fiscalía”  contenidas en el artículo 91 de la Ley 
906 de 2004, EN EL ENTENDIDO de que las víctimas pueden solicitar directamente las 
medidas provisionales allí consignadas cuando acrediten ante el juez un interés específico 
para obrar, después de la formulación de la imputación. 
 
3. Síntesis de la providencia  

El problema jurídico que la Corte debía resolver en el presente caso, consistió en establecer 
si el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa, violatoria de los principios 
constitucionales de igualdad (art. 13), defensa (art. 29) y acceso a una justicia efectiva 
(arts. 2, 228 y 229), cuando autoriza a la Fiscalía para solicitar, bajo ciertas condiciones 
previstas en la ley, en cualquier momento y antes de la acusación, la suspensión de la 
personería jurídica o el cierre de locales o establecimientos abiertos al público, pero no 
incluye una facultad equivalente para las víctimas, en un contexto en el cual estas medidas 
podrían dictarse en beneficio de la sociedad en general y por ese impacto, desconocerían el 
derecho a los afectados a contar con un debido proceso.   

El punto de partida del análisis de la Corporación radicó en el reconocimiento de la víctima 
como “interviniente especial”  (art. 250.7 C.Po.) en el proceso penal, aunque no como parte 
de este.  No obstante, observó que esta circunstancia no es suficiente para negarle ciertas 
facultades que tienen las dos partes en el proceso o una de ellas en particular, o el Ministerio 
Público. Recordó que, en principio, la víctima puede asimilarse a la Fiscalía, a la defensa o 
al Ministerio Público, cuando se trata de solicitar medidas de protección a su favor o en 
beneficio de intereses suyos, de sus familiares o de sus allegados en un grado relevante 
para la Constitución y la ley. Esto se infiere de la jurisprudencia sobre el derecho de las 
víctimas para solicitar directamente ciertas medidas de salvaguarda.  

La Corte reiteró, que a diferencia de lo que ha señalado la Corte Suprema de Justicia en el 
contexto del anterior Código de Procedimiento Penal (Ley 100 de 2000), las víctimas sí están 
legitimadas para solicitar directamente medidas de comiso y en particular, la suspensión de 
la personería jurídica y el cierre temporal de establecimiento y locales abiertos al público, 
medidas que tienen una relación razonable con los derechos de las víctimas, en tanto 
pueden funcionar como instrumentos de política criminal para la cesación de actividades 
delictivas que las afectan. De otra parte, considerar que las víctimas no tienen esa facultad 
carecería de un principio de razón suficiente. En este sentido, la jurisprudencia constitucional 
ha indicado que las víctimas no están por principio excluidas por completo de ninguna de 
las etapas del proceso penal, puesto que la Constitución establece precisamente que “la ley 
fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal”, sin que el 
ordenamiento superior circunscriba sus derechos a participar a algunas de sus fases (art. 
250-7 C.Po.). Sin embargo, la jurisprudencia también ha resaltado que el acceso directo de 
las víctimas a la justicia debe ser armónica con la estructura del proceso acusatorio y con 
los demás principios constitucionales. Como consecuencia de ello, la posibilidad de 
intervención directa de las víctimas es mayor en las etapas previas o posteriores al juicio y 
menor en la etapa del juicio. 
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Con fundamento en lo anterior, la Corte concluyó que la pretensión de que las víctimas sean 
legitimadas para pedir directamente la suspensión de la personería jurídica o el cierre de 
establecimientos o de locales abiertos al público no afecta la estructura del proceso penal, 
ni altera la igualdad de armas, ni su carácter adversarial, ni los principios que conforman el 
debido proceso del imputado. Por el contrario, las víctimas pueden quedar desprotegidas  
ante omisiones del Fiscal, o ante circunstancias que requieran una actuación urgente y 
directa en las cuales no sea posible acudir ante el fiscal del caso, sino inmediatamente ante 
el juez. Además, se trata de medidas provisionales respecto de las cuales, el imputado puede 
defenderse de los motivos que la originan y su impacto es proporcionado. En el evento en 
que se decida imponer estas medida con carácter definitivo, debe haberse agotado 
previamente un proceso con todas las garantías constitucionales. 

Constatado que el legislador incurrió en una omisión legislativa relativa que debe ser 
completada de manera acorde con los derechos fundamentales de la víctima, la Corte 
procedió a declarar la exequibilidad condicionada la expresión demandada del artículo 91 
de la Ley 904 de 2004, de manera que se entienda que después de que se haya formulado 
la imputación, las víctimas pueden solicitar directamente las medidas provisionales allí 
consignadas, cuando acrediten ante el juez un interés específico para obrar.  

 

 


